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1) En otro trabajo hemos señalado la preferente atención que los

gobiernos patrios prestaron a la extracción de metales 1. Una tradición

minera prestigiosa y secular, heredada de España, había prendido muy

hondo en los espíritus de los gobernantes americanos y los instaba a no

despreciar el producto de las entrañas de la tierra, a pesar de las

nuevas ideas fisiocráticas y liberales en boga.
En 1810 regian en nuestro territorioJas Ordenanzas de Nueva

Españaïanc-ionadaspor Carlos III el 2;. de maxg de 1783l que habían

redactado Joaquín de Velázquez Cárdenas de León y Lucas de Lessaga,

siguiendo en general las Opiniones del célebre jurista indiano Fran-

cisco Javier de Gamboa, expuestas en sus Comentarios a las Ordenan-

zas de Minería, publicados en 1761. Las Ordenanzas de Nueva España

habían sido extendidas al Río de la Plata por la. declaración a la Real

Ordenanza. de Intendentes, sancionada por real cédula de 5 de agosto
de 1783 2.

Estas ordenanzas fueron resistidas en nuestro territorio, argumen-

características del Río de 1a Plata las hacían

de difícil-aplicación, apesar de lo c,u_al,.1a_flo;ona_m_\m:ió.sm__.g;üario

1 MARTIRE, EDUARDO; El derecho minero patrio en la época de la In-

dependencia (1810-1820), contribución para su estudio, en Revista del Instituto

de Historia del Derecho Ricardo Levene, n° 17, Buenos Aires, 1966, pp. 41-88.
2 MABTIRE, EDUARDO; Panorama de la legislación minera argentina en

el período hispánica, Buenos Aires, Perrot, 1968, pp. 60-61.
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de unificación legislativa, consintiendo tan sólo en gue las autoridad?
locales adecuaran su contenido a‘Mndicigggg de] mg“ gg gue de.

Mr aplicadas, pero insistiendo siempre en su vigencia 3.

En octubre de 1810 la Junta de Gobierno dispuso un ¿Wr-
manente de veintiunmil pesos pam, crean-

do un Banco de Rescates en Fal‘iíawtinalLa Riojal parm-

gag de ese centro minero a Potosí de donde volverían acuñadas. Pero

fue la Asamblea del año XIII la que, como en tantos otros asuntos,
abordó con decisión el problema.

El Ministro de Hacienda del Triunvirato, don Manuel José Gar-

_<¿íz_1,presentó a la Asamblea un provectol que ésta convirtió en le! el

7 de mayo de 1813 y que se conoce como Reglamento de Mgo. La

nueva ley avanzaba sobre las ideas españolas acerca del extranjero‘

_y ratificaba la vigencia de las Ordenanzas de Nueva España en nues-

tro territogi0._t

h.__. H

Como demostración del interés que despertaba en el Gobierno la

explotación minera, el proyecto de García sostenía: “No se puede
pensar sobre la importante materia de las rentas públicas, sin que

ocurra desde luego el ramo de las minas en un país que parece ser el

depósito común de las riquezas minerales. Ellas forman despuésdel

crédito público, la base más sólida al sistema de hacienda, porque

es imposible que haya agricultura, población y comercio en aquel grado
de prosperidad progresiva que es "necesaria al pueblo americano para

existir independiente con una población escasa y esparcida en un in-

menso territorio sin un fomento poderoso y bien entendido de las ..

minas” 5. A fin de lograrlo el Reglamento disponía extender a “cual-

quier extranjero, sin excepción” la facultad de ,cateaL denunciar, tra-

bajar, comprar o arrendar minas o ingenios “con la misma libertad

y en los mismos términos que los nacionales? a quienes quedaban equi-
parados totalments (arts. 1° y 27?).A los extranjeros que ex lotasen

minerales se les concedería la ciudadmíammeses del esta-

blecimiento de sus labores”, siempre que lo solicitaren (art. 3°) y para

que no, cupiese duda alguna sobmí generosa acogida que habría de

.

3 MARILUZ URQUIJO, JOSE ML; El Virreinato del Ría de la Plata en la

época del Marqués de Avilés (1799-1801), Buenos Aires, Academia Nacional de
la Historia, 1964, pp. 122-125; EDUARDO MABTIBE, El derecho minero pa-

cit., pp. 44-45. .. .

4 Sobre el trato dado al extranjero en la legislación minera española, véase:
EDUARDO MABTIRE, Panorama de la legislacicm. . . cit., pp. 37 y 64-65.

5 MABTIRE, EDUARDO. El derecho minero patria. . . .cit., p. 56.
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brindarse a estos mineros, se los autorizaba a practicar su religión
en privado (art. 59) y a saca-r libremente del'país sus bienes, ya sea

por acto entre vivos o fidisposición de última voluntad (W).
También estaba previsto el libre comercio del azogue, terminando con

el estanco colonial (art. 7°) y la libraextracción de la plata y el oro

en pastas (art. 9°), como asimismoíla introducción sin gravámenes ni

restricciones de máquinas min-ás elementos necesarios para la mine-

¿ía El art. 11 preveía la creación de un Tribunal de Minería en Potosí,

que se gobernaríapor las Ordenanzas de Nueva EM “con las me-

Joras que se consideren más convenientes para maior fomenta-(Wino-
De esta manera se alejaba toda duda soma

vigencia del ordenamiento mejicano. El Reglamento Provisorio de 1817

vino a ratificar la aplicación de esas Mmm
rácter general, la subsistencia en nuestro medio de "todosïís códigos

legislativosl cédulas, Eglamentos y demmosiciomy
particulares d'el antiguo gobierno español, que no estén en oposición

directa o indirecta con la libertad e Ïnïpendencia de estas provincias,
ni con este reglamento y demás disposiciones que no sean contrarias

a él, librarlas desde el 25 de mayo de 1810” (Secc. II, art. 11).

El Reglamento de Maq/o, como se ha visto, no innovaba, salvo en

cuanto a la condición de los extranjeros, en la legislación minera, sin

embargo importaba concretar legislativameñt‘e un cambio de orientación

al respecto. ..“Justo es reconocer —diría años más tarde Pedro F. Ago-

te— como un homenaje a la memoria de sus autores, que él abría un

nuevo campo a la industria minera, aceptando el provechoso concurso
del extranjero y dando por tierra con las medidas de rigor que contra

ellos contenían las antiguas leyes”, agregando más adelante que desde

el punto de vista económico “se establecían medidas saludables por

las facilidades que prestaba al comercio y las ventajas que proporcio-

naba á la esplotación de las minas. La facultad de esportar metales

importaba una reacción contra el viejo sistema colonial” 3. En efecto

el Reglamento se alineaba dentro de las medidasliberales de nuestros

primeros gobiernos patrios. Sin embargo, por el momentO, El 886850

interés que'despertaba en el exterior la explotación minera nacional

6 AGOTE, PEDRO F., Amparo de las minas, mia presentada a la Facultad
de Derecho y Ciencia: Sociales por [. . .] para optar el “tqu de Doctor en Jum-

prudencia, Buenos Aires, 1888, p. 7.
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hizo que no ocurriera en este campo lo acaecido en el del comercio y

la industria vernácula 7.

2) Por ese entonces todas las esperanzasde obtener minerales,
perdido el Potosí en 1815lse cifraban en el Famatina y fueron muchas

las gestiones realizadas para lograr su aprovechamiento, entre las que

se contó la creación de una Casa de Moneda en Córdoba.

El entonces Gobernador de La Rioja, Don Diego de Barrenechea,
se multiplicó en solicitudes ante el Gobierno central para lomrrnar el

adelanto de los nlneralesfamatínos. Una dc sus preocupaciones cons-

tantes fue la modificación de la legislación vigente, pues a su juicio
la observancia de las Ordenanzas de Ñïeva España en ese territorio
era motivo de desorden y desconcierto. Barrenechea aspirím que se

. reimplantaran las ordenanzas que habían regido anteriormente, es decir

las de Toledol sancionadas en 1574l que fueron observadas durante

lar s años sin inconvenientes. La crítica del gobernador se centraba

en las medidas de las minas, en el número de ellas que podía poseer

cada minero y en la organización de la autoridad minera. Era este

último punto el que mayor preocupaciones provocaba a Barrenechea,

pues como en las de Nueva España secreaban diputaciones de mineros,
con jurisdicción admiífitratiíy contenciosa, erÏn ellos mlm los

que fiscalizaban las labores y el c_umplimien_tode las ordenanzas, come-

tiéndose de tal manera toda clase de abusos sm queÏGobiÉrno pudiese
intervenir. Azorado veía Barrenechea a algunos mineros “enriquecerse

y hacerse de las mejores minas y trabajadores y dejando a los demás,
mineros a su arbitrio y sin dirección alguna” 3.

Las instancias del gobernador fueron acogidas en Buenos Aires,
el Director Pueyrredón aprobó mediante resolución de 10 de febrero

de 1818 el nombramiento gue había hecho Barrenechea de un Alcalde

M, señalando que el nuevo funcionario debería ejercer “su minis-

t_erio_con arreglo al título especial de su oficio en las Ordenanzas del

_Pe_r_ú,todo interinamente y hasta el arreglo general que haga-73%?
Supremo Gobierno del interesante ramo en Minería” 9, y por otra reso-

lución de la misma. fecha encomendó,también provisionalmente a Barre-

nechea la tarea de reglamentar la minería en su distrito. En base a

7 Véase al respecto: VICTOR TAU ANZOATEGUI y EDUARDO MARTIRE,
Manual de Historia de las Instituciones Argentinas, Buenos A’ires, La Ley, 1967,
pp. 475 y siguientes.

8 MABTIRE, EUARDO, El derecho minero patrio. . . cit., p. 61.
'

9 Idem, p. 61.
'
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esta última resolución el gobernador riojano dictó el 19 de mayo de 1818

un “Bando o Reglamento” de 27 artículos, en el que estaban regladas
las más importantes actividades de los mineros de la zona, aspirando
a modificar fundamentalmente el ritmo y la intensidad de la labor

en las minas 1°.

Este documento es la primera manifestación patria que conocemos

que tratade poner orden en la materia con disposiciones de forma y de

fondo, administrativas y policiales, surgidas de la ekperiencia recogida
luego de muchos años de desconcierto y confusión. La inclinación de

su autor por el código peruano es más que evidente y a él se refieren

muchos de los artículos del reglamento.

El art. 1° establece la. existencia de un “libro de registro, donde

se sentarán las partidas de constancia de todos los documentos Elativos

a las posesiones de minas que disfrute cada azoguero, con de51gnac16ïi'
de nombres linderos, mcïones y demás requisitos que previene la orde-

nanza de Toledo”.

Este registro previsto en el código peruano, estaba a cargo del

Alcalde y del Escribano de Minas (IX, i y vi). Las ordenanzas de

Tfiïv'a' REM- ponian la existencia de registro; debía ser

llevado por 1a DiputaciónMinera y el‘ Escribano de Minas (VI, 4).

Por el art. 2° se fija un término perentorio de treinta días con-

tados desde la fecha del ban o para que todos los mineros “tomen

posesión de sus pertenencias y las amparen con sujeción a la citada

ordenanza” peruana, con 1a salvedad de que una vez pasado ese tér-

mino se tendrá por “yerma y despoblzña” la mina, concediéndosela
f

'
_I—

a primero que la pidiese. Los mineros debian concurrir con .“los

documentos de propiedad’ ’.

Esfisposición estaba dictada para “evitar los continuos y

ruidosos pleitos que por defecto de este esencial requisito diariamente

se suscitan”.

Parecida cláusula contenían las ordenanzas de Toledo (VII, xiv),

con respecto a las minas de Potosí y Porco, fijando treinta días desde

su sanción para que los mineros las poblasen y trabajasen, so pena de

perderlas en favor de quien las reclamase.

También preveían las ordenanzas peruanas obligación del minero

1° ARCHIVO GENERAL DE LA NACION; Expediente del Manual dc Fa-

matína, en La Bioja,‘ e instalación de la Casa-dc Moneda en (gordoba,1817-1819,
n° 4840 fojas 34 a. 39, Bando o Eeglamonto qua para el trabajo dc las mmas ha

dictado el Teniente Gobernador de La Rioja, Diego Barrenechea.
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de “hacer registro delante la justicia más cercana" en el término de
'

' "

estableciendo que si se pro-

base que el minero extendió algún contrato de venta de parte de esa

mina, antes de registrarla, pierda toda la mina, la que quedará"vacante,

entregándose al primero que la pidiese (I, vii).

En el art. 3° se obligaba a los mineros a trabajar las minas con

sujeción a las ordenanzas peruanas “sin discrepar un punto dílo que

sobre este particummendo al respecto ‘flas penas esta-

blecidas a los infractores, las que irremisiblemente se han de cumplir

según s utenor y forma”. Las ordenanzas toledanas eran 'minuciosas

en todo lo tocante a las tareas que debían cumplir los trabajadores
(tt. IV, V, VI, VII, VIII, X y XI), las mejicanas también reglaban
el trabajo minero en sus títulos IX a XVIII.

“Observándose generalmente la. falta de dirección en la labranza

de minas, por cuya razón existen inutilizadas éstas”, disponía el art. 4°

comisionar a los “únicos prácticos, capitán D. Manuel Blacud y D. An-

tonio Abendaño, practiquen esta operación visitándolas un día al mes”,
debiendo los mineros abonarles por ese “penoso trabajo” la suma de

u nd

dos pesos. El Alcalde Veedor se encargarïïd'eï'echer-ïeldinero. “Es

decir, que se instituía una dirección de labores mineras, abonada por

los mismos mineros, debiendo sujetarse_los trabajos a sus indicaciones.

Las Ordenanzas de Nueva España prohibían labrar minas sin “l_a_
dirección y‘continua'asistenciade uno de los Peritos inteligentes y prác-

ticos, que en Nueva España llaman Minerosmrda Minas”, los que

debían estar "examinados, calificados y aprobados por algunos de los.

Facultativos de ,Mjnería que deberá haber en cada Real o Asiento”,

pero en los lugares alejados en que no hubiese Facultativo, se permi-
tían realizar los trabajos bajo la dirección de “alguno de los que allí

hubiere más inteligentes y acreditados” (IX, 2).
.' Las de Toledo sólo preveían la visita del Alcalde Veedor dos veces

M (en enero z julio) para adoptar las medidas de seguridad que

ellas mismas establecían. A este funcionario debía darse aviso de comen-

zar labor nutfi. o darla por concluida (V, i, ii, iii, iv, v y vi).

De tal manera esta disposición del reglamento de Barrenechea

pareciera el resultado de la combinación de ambas ordenanzas, aunque
. bi

'

ncia de la de Nueva España es más notoria,
. ,

ñ
-,

_

El art. 5° disponia que todos los “contrams decgmpamas, dona-

ciones y demás documentos guarentigios se verificarán éstos ante es-

eribano”, y cuando no lo hubiere, ante el Alcalde Veedor, carggiegdo
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de midez aquellos contratos en que no se observase este requisito. Tal

medida, que exigía sin distinción que todo docmasamante
un funcionario público, estaba destinada a “evitar todo asomo de pleito
o diferencias que ordinariamente se vcrsan por no observarse" tales

requisitos.
El Teniente Gobernador ya había previsto la necesidad de un

Escribano de Minas, y no habiéndolo en La Rioja pidió al Director el

24 de agosto de 1814 que aprobase la “licencia” que había otorgado
para. que se desempeñase como tal don José Angel de Toro, quien había

presentado “los credenciales [. . .] otorgados por el Señor antecesor

de V.E. en la Villa de Potosí’ ’. Este escribano, decía Barrenechea, deberá.

autorizar “todos los actos judiciales y en especial las diligencias que

tengo que practicar en el ramo mineralógico", de tal forma se evitarían

“perjuicios a los litigantes”, “la rutina en los juicios, 'coartar las

nulidades que se originan y otros muchos defectos que se encuentran

en la prosecución de los procesos” u.

Las ordenanzas peruanas no habían llegado tan lejos. Sin embargo
establecían que previamente a la venta o cesión de la mina se pidiese
licencia ante el Corregidor, quien debía darla siempre que el precio
fuese eguitativo. Una vez realizada la operación ambas partes debían

declarar bajo juramento que la ratificaban, igual procedimiento debía

observarse en caso de arrendanfinto (XII iv, v, vi y vii).
Los artículos 6°, 7° y 8° se referiamal horario de trabajo de los

obreros 12,.sueldos y formalidades a que debían ajustarse los mineros

o sus mayordomospara asegurar el puntual pago a los trabajadores.

Disposiciones de esta naturaleza contenían las ordenanzas peruana y

mejicana (t. X y XI de la primera y t. XII dc la segunda), referidas

a indios y demás trabajadores de las minas.

El art. 9° prohibía“con la más estrecha severidad” la;introduc-

ción de licores y bebidas “como en general toda clase de juegos enVÍte",

bajo severas penas que alcanzaban a la condena de servir en los ejér-

citos patriotas. En el art. 27 se disponía, dentro e es e mismo 01' en

WIR los “comandantes, jueces, celadores y oficiales mi-

11 A. G, N.; Sala X: 5.6.6.
_

12 Es interesante el horario que se establecía para los trabajadores. (barre-

teros y apirca); debian comenzar sus tareas “media hora antes de salir cl ao]

hasta las doce del dia, en que descansarán fuera. de la. mma por espacio de dos
horas laa que cumplidas lo continuarán precisamente .hasta. el toguc de oraciones .

Ea decir que tenian una jornada. de alrededor de diez horas dianas .y la debían

cumplir “bajo las penas de ser conducidon en las más leve falta al eJéI'CltOde la

patria".
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litares” capturaran “toda clase de Egos’f, a fi
__V____ _

'

Veedor “para que éste los destine al ejercicio de la m*¡1_1"‘ería".'
mba‘s-tïispficiones, la del art. 9° y la del 27, concuerdan con lo

que sobre el particular establecían las ordenanzas mineras, tanto las

toledanas como las de Nueva España. Las primeras ordenaban que

“la justicia no consienta vagabundos, ni jugadores en' los asientos de.
minas” (-IX, xii y XI, xx), debiendo alejarlos del lugar. de Méjico
prohibían que los mineros llegasen' ebrios a las minas o 'ue llevasen

bebidas_ con que embriagarse. (XII, 12) y disponían que los;¡¡.q,igg,mrL
o vagabundos de cualquierugmdigmue gg encontraren en

los Reales de Minas Wghan de poder ser apre-

miados y obligados a trabajar en ellas” (XII, 13), con excepción
de los españolesla quienes podrían aplicarse otras penasl pero no la de

trabajos forzados eg la; mings. Como se ve, en este aspecto el Bando

Pestaba más acorde con el código mejicano.
El ír'fÍ'ÏÓ' se Ïrefería a la provisión y'precio de la leña y de su

acarreo.
a

Por el art. 11 se exceptuaba del servicio de las armas a los Erri -

ms. on la condición de e r s asen su servicios ara “la conduc-

ción de los abastgs 1 baja de los metales”; en caso de omisión se los

multaba con cincuenta jesos, la primera vez, destinándolos a1 servicio

_de las armas en c'aso de reincidencia. '

Los artículos siguientes procuraban asegurar todo aquello que re-

sultaba necesario para la buena marcha de las labores mineras: provi-
sión de azogue, estaño y demás elementos para beneficiar los metales;

"

construcción de hornos, lavaderos, depósitos; precios, arriendo de “ofi-

cinas”; prohibición de poseer hornos y demásartefactos para benefi-

ciar metales en los domicilios particulares (habían sido expresamente
autorizados por las ordenanzas de Nueva España (XIV, 1) ; obligación
de reeurrir a los trapiches conocidos, etc; (artículos 12 a 18).

Se obli aba a los mineros a destinar un hombre de entre todos

sus operarios para instruirlo en “la arquitectura. de potear para ase-

guminos de su labranza, como igualmente para

facilitar la saca de metales y conservar la vida de los trabajadores",
los que una vez instruidos ,cobrarían un peso diario por su trabajo

(artículo 19).

Estaba probibido a los trabajadoreshacer abandono de sus tareas,“

bajo severas penas, como así también a los mineros “seducir a los ope-
w. .

>

' . ’
.

rarlos que enstan alistados en otras minas o trap1ches-’, debiendo
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llevar cada patrón una lista de los operarios gue trabajasen con él

(artículos 20, 21 y 22).
Estas disposiciones respondían a la escasez de mano de obra, que

no sólo asolaba la zona minera, sino el país todo.
Í

A fin de alentar las tareas mineras, el art. 24 obligaba a seleccionar

[seis jóvenes de' diez años para arriba, parHErcitarlos en el arte de

Beneficiar los metales, ya que eran escasos los operarios de esa es-

pecialidadf .

Aunque en escala mucho más modesta, esta medida y la del art. 19

podían estar inspiradas en' las disposiciones del título XVIII de la

ordenanza mejicana: “De la educación y enseñanza de la juventud
destinada a las minas, y del delantamiento de la industria de ellas”.

Se reglamentaba la entrada y salida del Cerro, debiendo en cada

caso darse aviso al Alcalde Veedor, quien debía asimismo otorgar las

licencias indispensables para poder buscar minas. Los gue gu1_sg'29593
salir del asiento mm'Ïerodebían gestionar el respectiVo pasaporte. Tam-

bién éstas eran medidas destinadas a controlar ma movi-

miento de personas y evitar el despueble de la, zona minera (artícu-

los 23 y .

'

No podía rescatarse “oro en pasta, ni en pella, ni menos plata en

piña, o barra ni pella de la misma clase, sin anunciarlo a1 Alcalde

Veedor” bajo pena de ser multado quien no lo hiciese (art. 25).

De lo expuesto surge que se trataba]? un completo y bien orde-

nado reglamento, destinado a poner orden en las labores de Famatina,

en base a una férrea disciplina y a una permanente intervención del
Gobierno. Esta política decididamente dirigista no gustó a muchos

dueños de minas, como veremos más adelante.
'

Es de advertir que Barrenechea no había derogado expresamente

la legislación mejicana y que por tanto se mantenían las normas rela-

tivas a tamaño de las pertenencias y número que de ellas podía tener

cada minero, es decir que una de las disposiciones más criticadas por

el mismo gobernador, se mantenía intacta. Tal vez las complicaciones

y el desorden que hubiese producido una conducta diferente fue lo que

decidió al empeñoso funcionario a no variar en ese entonces el régimen

imperante.
Se combinaban en el Bando Minero normas de ambas ordenanzas,

agregandose disposiciones de neto corte local, con las que Barrenechea

procuraba adecuar una legislación dictada DE”a 201133 diferentes a la"

necesidades que se advertían en La Rioja.



_

calide Veedor

rritoria “establecida legalmente segun la ordenanza TR:

Con este Reglamento el Teniente Gobenador, profundo conocedor

de los males que aquejaban a la minería de su provincia, que eran los

de toda la zona minera rioplatense, trató de remediarlos, y por ello sus

disposiciones son claras y precisas, atienden a casos particulares del

momento y del ambiente en que se vive, a la vez que se va estructu-

rando un derecho minero patrio particular.
Más adelante Barrenechea introdujo algunas modificaciones ame-

alamento atendiendo a lcíiíconvenientes Io necesidm'e fueron
b

surgiendo de su aplicación.

El Reglamento de Barrenechea, que había sido solemnemente jura-
do por el gremio de mineros el 19 de mayo de 1818 13, levantó duras

críticas.

_Lasprincipales objeciones están resumidas cn un oficio ue el A1-

de Famatina, Don José Víctor Gordillo, nombrado por

el mismo Barrenechea, duigïe’ra EFDïreetor del Estado en fecha 6 de

agosto de 1819l cuando va el Reglamento había sido aprobado por el

Gobierno Central.

El primer cargo que le hace es haber destruido la diputación te-

xico” -y

haber perseguido a quienes la defendían, a la vez que designaba Alcalde

Veedor al recurrente.

El Bando había derogado las Ordenanzas de México según las

disposiciones contenidas en los artículos 1°, 2° y 3°, desacreditando en

toda forma esas leyes y haciendo grandes elogios Mi
ha Was, peroïl Alcalde y cuantos conocen bien las'

mejicanas no se' han dejado seducir. Alaba la legislacioï de Nueva

España por el “orden, método, solidez y arreglo de tribunales y cuanto

bueno contiene”, que no puede compararse con “el desbarato de la de

Toledo, que según la mayor o menor ambición de los antiguos Virreyes
de Lima, V1s1tadoresy Gobernadores de Potos1 han 1do dictando pro-

videncias sin orden ni sistema; esto mismo fue conocido aun en tiempo
de Ría-res, y se mandó por Cédula de 21 de septiembre de 793

fechada en San Ildefonso la rigurosa observancia de 1_a__0rdenanzade

México en las Provincias del Río de La Plata".

Dice Gordillo que el Bando fue impuesto por la fuerza, abochor-

nando y-p'ersTgu-i-endoa los mineros que .no quisieron aceptarlo, lo que

produjo que algunos abandonaran sus labores 1 se sintieran defrau-

13 Expediente del Mineral de Famafina, fojas 40 y 40v.
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dados por la inobservancia de las Ordenanzas de Nueva España. Se

queja de los nuevos precios impuestos y de la prohibición de mantener

“oficinas de beneficio” en las casas de los mineros, a pesar de haber

sido admitidas por las ordenanzas mejicanas, sobre todo teniendo en

cuenta que de esta manera se ha tratado de “darle entretenimiento al

beneficiador Don Vicente Dorado cuyos conocimientos nada han tenido

de particular, y él sí se ha visto en la necesidad de aprender de nues-

tros beneficiadores”.

También ataca la derogaciónde la jurisdicción de los Jueces o

Dintados mineros, que deben residir en el mismo asiento. Barrene-

chea ha obligado a llevar las causas ante él, a 30 leguas de distancia,
“haciéndose juez privativo del Gremio sin haber hecho saber hasta la

fecha los despachos que lo acrediten”, despojando “aun a los Alcaldes

Wu”, violando así no sólo las leves de Indias

sino “el Reglamento provisorio dado or nuestro soberanmggggnm
en el que se despoja a los Gobiernos gg la. ¡nmsmgmmmm'

'

al”.
No deja de señalar el Alcalde que Barrenechea, oyendo las quejas

que había levantado su Bando, convocó una reunión de mineros, pero

enterado de que el Director lo había aprobado por Decreto de 21 de

mayo de 1819, dejó sin efecto la convocatoria y mandó se observara

puntualmente el Reglamento. Por otra parte, a pesar de haber trans-

currido dos años desde la llegada de Barrenechea a la Gobernación

riojana, no se han observado los progresos-que prometía ‘_‘antesbien,
un atraso formal, y cesación de labores, y llegará el día —anuncia ago-

reramente Gordillo—, si esta arbitrariedad no se reforma, de su abso-

luta cesación”.

Para solucionar los Wa, propone

Gordillo que se gestione ante el Soberano Congreso la sanción de las

Ordenanzas de Méjico y se obligue a observarlas pigmte, resta-

bleciendo la ¡putación minera y su jurisdicción, puesto que habién-

dose mandado en el decreto de 21 de mayo de 1819 la observancia de

lggrdenanzas de Méjico y a la vez disposiciones del Bando de Barre-

nechea, que se contradicen, reina la confusión en el asiento minero, lo

“que aumentará el catálogo de nuestras desgraciasff1‘.

El Directorio haciendo uso de las facultades que. le había

otorgado el Congreso en su acuerdo de 28 de noviembre de 1818

dictó el decreto de fecha 21 de mayo de 1819 que resolvía aprobar

14 A. G. N.; Sala X: 11.5.5.

89



el Bando de Barrenechea. En este Decreto Puezrredón se ocupa tam-

bién de la legislación general que habría de regir en todo el territorio

nacional. Dispone que siga observándose el Códi o Me'icano ‘e‘y que

para. que en adelante quede establecido el código mineral que debe

regir no sólo a Famatina sino también a las demás [provincias] del

Estado en uniformidad, se espere a que desocupadas las provincias
interiores de las armas enemigas se fornie. en la, Villa del Potosí una

junta que proponga las modificaciones o adiciones que merezcan dichas

ordenanzas además de las que ya tienen, según lo dispuesto en el

art. 11 de las adicionales de Intendentes”, y establece gue en tgdg ¡g

que no esté previsto en esa Ordenanza se rija por las del Perú, cono-

cidas por las de Toledo, y en defecto de éstas por las “leyes de la

recopilación sin dejar de consultar por ahora en casos graves y ur-

gentes a esta supremacía, según lo demande el interés del Estado y de

los particulares, observándose además provisionalmente y hasta que la

experiencia dicte lo conveniente, el Bando de 13 de mayo del año an-

terior”, con algunas modificaciones: se reducía el plazo de tres meses

para pagar los sueldos de operarios, a una semana (art. 8° del Bando),
debiendo velar por su cumplimiento tanto el Alcalde Veedor como 'el

Teniente Gobernador, y se suprimían las penas establecidas en los ar-

tículos 6°, 20° y 21°, que se referían al horario de trabajo de barreteros

y apires, al abandono de tareas de los obreros que trabajaban en los

trapiches y a la obligación de los dueños de trapiches y azogueros de

mantener una lista. de peones 15.
y

.

Barrenechea había visto coronados sus esfuerzos, ya que el famoso

Reglamento resultaba aprobado con escasas modificaciones que no alte-

raban lo sustancial de su contenido.

Pero el decreto no consultaba las necesidades de aquel asiento

minero ni acercaba luz a la confusión legislativa que entorpecía el

adelanto del mineral; En efecto, en“ tantO‘se' ordenaba sujetarse a las

Ordenanzas de Nueva España, y sólo en lo que en ellas no estuviese

previsto, a las del Perú y disposiciones de la Recopilación de Indias

de 1680, se lapr-olïamnReglamento que se 'apartaba fugiggental-
mente de las primeras, para sujetarse en mucho a las segundas. Es

.decir gue enWarar el panorama, el decreto de Pgexrredg’g
vino a oscurecerlo aún más. Las disposiciones del Bando eran irrecon-

ciliables con el régimen de las ordenanzas mejicanas, y .así lo hizo saber-

15 Expediente del Mineral de Famatina, fojas 106 ¡1.110. Publicado en la
Gaceta de Buenos Aires, 24 de mayo de 1819.

U
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el Alcalde Veedor José Víctor Gordillo cuando dirigió sus quejas el

Directorio: “porque habiéndose mandado observar ésta [se refería a

la Ordenanza de Méjico] y aprobado provisionalmente el Bando que

dicen contradicción, ofrece grandes dificultades la inteligencia de leyes
encontradas que aumentarán el catálogo de nuestra desgracia” 1°.

La resistencia puesta por los mineros a'la permanente vigilancia y

al dirigismo aplicado con toda decisión por el Teniente Gobernador,
unida a la mayor confusión legislativa causada por estas “leyes en-

contradas” y al sobrevino en el año veinte,.terminaron

por sembrar el caos en el asiento minero.

3) La disolución de las autoridades nacionales en 1820 marca un
nuevo período en la historia del derecho minero patrio. “Entregadas

a si mismas las provincias, cada una puso en vigencia, mm
poder público más dominante, ó se limitaba á sancionar como'heclio

consumado, la legislación de las Ordenanzas de Méjico, introduciendo

en ellas modificaciónes aconsejadas por la. forma de gobierno ó por

Wa ”. De esta manera caracteriza Joaquín
V. González la nueva época. Agrega que durante ese tiempo “los anti-

guos dueños de minas las conservaban, ya sea porque nadie se aventurase

á pleitos de denuncia por despueble o abandono, ya porque, refugiados
ellos mismosen las soledades de los montes, sirviesen de amparo á sus

propias concesiones. Otras fueron explotadas por extranjeros que hicie-

ron buena cosecha de nuestros metales. Difícil, sino imposible es

conocer el texto de ley alguna dictada por las provincia en esta época:

muy pocas de ellas han hecho colecciones de sus leyes, esas son gene-

ralmente, las no mineras, y las otras, ó no dictaron ley alguna, ó vieron

dispersos ó incendiados sus archivos”. Para González debe entenderse

que durante este período, que se cierra en 1853 con la sanción del

Estatuto de Hacienda Crédito de la Confederación, rigió la antigua

legisiacioinespanuoiacon las modificaciones que le introdujeron los

gobiernos locales “o más acertado sería aceptar una especie de sus-

.pensión ó statu quo en el desenvolvimiento de la minería MIRO

industria, ya como legislación”17. 91,;
En efecto, poco conocemos todavía del perío o 1 0-1853 en ma-

teria de legislación minera, sabemos, en cambio, que las autoridades

continuaron preocupándose por el fomento y adelanto de este ramo;

m A. G. N.- Bala x: 11.5.5. _
_

17 GONZAL’EZ,JOAQUIN v.; Legislación de mina-s, Buenos Aires, Félix La.-

jounne a: Cia., pp. 218-219.

91



Ejemplo de ello fueron los intentos dm para constituir en

Inglaterra una sociedad que explotase los minerales rioplatenses (1823),
las gestiones de otra compañía similar formada en el pais y apoyada

por Quiroga para explotar min‘as en La Rioja y la zona cuyana (1824) {3,
las concesiones otorgadas a una compañía inglesa en Salta, el descubri-

miento de yacimientos de plata en esa provincia (1825) ¡9, etc. La

legislación minera durante ese período no ha sido debidamente

investigada hasta el presente. Lo cierto es que las provincias -dic-

taron disposiciones sobre la materia, a efectos de solucionar proble-
mas que iban presentándose, o adecuar la legislación española a las

características de los asientos mineros de- su territorio. El gobernador
de Salta Don Juan Antonio Alvarez de Arenales, en su mensaje de 25

de abril de 1826 se refiere a “la sabia ley del 24 de diciembre del año

anterior que concede franquicias remareables a los nacionales y extran-

jero; gge se dediquen a la explotación” de minas 20; en 'La Rioja la

Legislatura dictó un Reglamento sobre extracción de pastas (.7 de" julio
de 1845) 2‘, y el Estautoude 1853 al impon_er__la_ob_servaneiade las Or-

denanzas de Nueva España, _agregaba_fíeonlas modificaciones que las

legislaturas de provincia hubiesen introducido en ellas”: E's decir que
la actividad económica y legal no se detuvo, no podemos hablar de

statu quo, sino más bien de ignorancia nuestra. Falta una investiga-
ción ordenada y profunda de esta'mateTIa mas repositorios"provin-
ciales.

42 Sancionada la Constitución Nacional de 1853 se encomendó al,

Congreso la tarea de dictar el Código de Minería (art. 64,'inc. 11).
Pero hasta tanto se elaborase dicho cuerpo el Congreso sancionó ese

mismo año el Estatuto de Hacienda y Crédito de la. Confederación,
cuyo título X estaba dedicado al problema minero. Come’nzaba por

establecer la vigencia en todo el territorio nacional de las Ordenanzas

de Méjico, con las modificaciones gue las Legislaturas provinciales
hubiesen establecido y en tanto no se opusieran a lo que dismng el

Estatuto (art. 1). El art. 2° sostenía que debía Etenderse por mina

13 PICCIRILLI, RICARDO; Las reformas económico-financiera, ¿ulturah mi-

_h'_tar y eclesiástica del Gobierno dc Martín Rodríguez "y el Ministro Rivadavia,
en ACADEMIA NACIONAL DE LA HISTORIA, Historia de la Nación Argen-
tina, Vol. VI, Buenos Aires, El Ateneo, 1962, pp. 247-249.

'

19 OORN'EJO, ATILIO, El Derecho'Privado'en'la Legislación patria da Salta,
Buenos Aires, Instituto de Historia del Derecho Argentino, 1947, p. 35.

20 Idem, p. 36.
'

21 Revista de la Junta de Historia y Letras de La Rioja, año V, n° 4, pp.
34-35.

'

--
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“la, “¡flotación del terreno por medio de excavaciones superficiales o

subterráneas para explotar piedras preciosas, o cualquiera substancia

metálica, 0 Mineral PEdUCÏble a 1162: ’. Señalando que quedaban exclui-

_d_aslas canteras, salinas, huaneras, carbón de piedrmosas
o de tinte, piedras silíceas, azufre, etc. Conviene señalar que por ley
de 1° de diciembre de 1854 quedó incorporado el carbón de piedra al

régi_n¿e_ndel Estatuto. El art. 3‘? declaraba que los lavaderos de oro

también se considerarían minas. El art. 4° mantenm- .

das en lasordenanzas mejicanas. El 5° extendía a toda persona o so-

ciedad 'de personas la facultad de denunciar y trabajar minas. Por el

art. 6° no se fijaban límites-a la cantidad de pertenencias que podía

poseer-cada persona o sociedadl “pero cada pertenencia tendrá su

título”. Los arts. 7° y 8° preveían la creacimtración del

Banco Nacional ¡de un registro destinado a asentar los títulos de pro-

piedad minera y la Obligación de registrarlos, aun aquéllos de feïa
anterior al Estatuto. íart, 9° establecía la obligación’de pagar por

cada mina “con laboreo o sin él, con beneficio o sin él, con tal que está

poseída, una contrílción anual de veinte pesos”, que se harían efec-

tivos dentró de los tres primeros meses de cada año. En el caso de que

transcurridos 120 días de la fecha en que vencía la obligaciónde re-

gistrar la mina; y pagar el canon,'los propietarios no lo hubiesen reali-

zado, “abandonan por este hecho su propiedad, y puede ser denuncia-

da por uner en los términos de la ordenanza”,y por fin el art. 11

dejaba aclarado, para eliminar toda duda sobre el nuevo sistema de

amparo que el Estatuto consagraba: “No es legal el título de propie-
W sino está. registrado-óSl no se ha pagado la con-

tribución. La mina poseída con título legal no puede denunciar'se por

ningún otro artículo o disposición de las ordenanzas de minas”.

El autor del Estatuto y Ministro de Hacienda de la Confedera-

ción, don Mariano'FragueiQL explicó en el seno del Congreso que la

disposición del art. 10 era conveniente, pues “la cuota de contribución

era más suave que el trabajo exigido por la ordenanza; por consiguien-

te favorecía más al. pobre, porque á poca costa ptfiwener la

prEdad de su mina | . . .]. No hay mina de interés que no facilite

el pago de la contribución y aún el trabajo, pues que los Bancos iban

13W EI Banco ha ale

faltaría como trabajarl¿;'demodo que no habría quien no encontrase

como trabajar 5' que en esto se fundaba la enmienda que se proponía".

Dice González que a tan monstruosas conclusiones, ¡que demuestran el
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apuro del debate o el desconocimiento del' problema minero y bancario,
contestó Gorostiagasosteniendo la buena y acertada doctrina del de-

recho minero. El diputado sostuvo que esa disposición y la del art. 11

al eliminar toda otra forma de denunciar minas,’ instauraba. “el mono-
.

.

- -t n a ..=.
poho con tal que se paguela contribueion

, ya que ng habia lnmte de

cantidad ni de tiempo en materia de propiedad minera. Por eso agre-

gaba que de establecerse dicha disposición “mataríamos la industria en

vez de fomentarla”. El Ministro Fragueiro. y el Diputado Zapata, que

apoyaba la sanción del Estatuto, sin poder rebatir en el terreno doctri-

nal, procuraron justificar los artículos cuestionados sosteniendo que se

trataba de una medida transitoria hasta tanto se dictase el Códigi-res-
pïfivo, cosa que ocurrirá dentro de uno o dos años. En esa oportuni-
dad serían consultadas las necesidades de entonces, pero por ahora era

preciso apartarse de las ordenanzas mejicanas en cuanto a régimen
de amparo ya que 1a falta de brazos, de herramientas y de todo auxilio

harían imposible mantener la propiedad minera mediante el trabajo
y el pueble. La contribución era un remedio de emergencia y por ser

baja constituiría unïncentívo para el minero. Gorostiaga nuevamente

alzó la voz para denunciar lo que importaba más que fomento de la

minería su ruina, pues no interesándole a la ley que la: mina se trabaje
o no, sino tan sólo el pago del canon, estimaba que si bien el pobre
podía tener los veinte pesos anuales, el rico podría tener muchos más,
hasta “abarcar cerros enteros, monopolizando así, en perjuicio de la

riqueza pública, la industria de las minas” y trajo a colación el ejem-

wpio de una legislaciónsobre tierras públicas, que no exigiese al conce-
"

sumario más obligacióngue el pago del cánon 22.

El tiempo dio la. razón a Gorostiaga, pues el Estatuto y la obliga-
ción de pagar cánon rigieron en materia minera más de treinta años.

El nuevo sistema importó lmnopofización de la propiedMera
en pocas manos y el abandono cas¡ totefl dílos trabajos, contribuyendo
a crear una indiferencia notable hacia la minería y la desaparición de

este ramo de la producción nacional. Esta situaciónhautorizará a decir,
años más tarde, a Ricardo M. Ortiz que “la realidad que ofrece la

Argentina a fines del siglo XIX en lo referente a la actividad minera,

esque si bien dispone de una próspera'industria de aprovechamiento
de sus minerales no metalíferos con excepción de los combustibles,

aparenta ignorar y con frecuencia niega la tenencia de- minerales me---

talíferos. Ni sus dependencias administrativas ni sus Institutos uni-

22 GONZALEZ, JOAQUIN v.; Legislación de minas, cit. pp. 223-228.
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versitarios aludían ni discurrían en lo atinente a la utilización de sus

filones. Ningún instituto universitario difundía conocimiento alguno
que se refiriera, por ejemplo, a las industrias derivadas de la quím‘ica
inorgánica”23. En nuestra casa la cátedra de Derecho Minero se in-

cluyó en los programas del curso deMDe alguna. forma, el nuevo

régimen contribuyó. a hacer desaparecer de' nuestro suelo una secular
tradición minera.

En la práctica, según Pedro F. Agote “la autoridad nacional des-

cuidó la ley sin atender á la suerte que corría en la aplicación. El

impuesto nacional de la Patente fue abandonado á. las Provincias, de

hecho, por su propia mezquindad —hecho confirmado y consagrado
más tarde por una disposición del Congreso—. Algunas provincias dic-

taron leyes con posterioridad a la nacional de que me ocupo, las que

regían sin contradicción de nadie. Se cobraba la Patente como recurso

fiscal y se exigía también el trabajo de amparo, prescripto por la Or-

denanza. La escasa importancia de los negocios mineros, y diré tam-

bién, 1a indiferencia con que el Estado General y los locales la han

contemplado, son la causa que explica la. confusión de la jurispru-
dencia’

’ 24.

En efecto, el título X del Estatuto fue considerado en muchos

casos como ley fiscal, sin vigencia en las provincias, las gue aplicaban
su propia legislacióno lisa, y llanamente mantenían la observancia de

las ordenanzas mejicanas y percibían además el cánon. Por otra parte

aún considerado el Estatuto como ley general de observancia obliga-
toria en todo el territorio nacional, su aplicación quedaba condiciona-

da, en cuanto a las ordenanzas mineras se refiere, a “las modificacio-

nes que las Legislaturas de provincia hubiesen introducido en ellas”

(art. 1°, tít. X) y de ahí surgía —dice González- “la anarquía de

las relaciones mineras, ya sobre su propiedad, ya sobre su amparo y

explotación, porque cada gobierno de provincia con el fin de aumen-

tar sus rentas, o por su espíritu de innovación o acomodaticios propó-

sitos introdujo en la Ordenanza las modificaciones que quiso, fijó im-

puestos que diezmaron a los pobres dueños de minas sin mayor pro-

23 ORTIZ, RICARDO M., Historia Económica dc la Argentina, 1850-1930,
t° I, Buenos Aires, 1955, p. 198. "Por su parto ADOLFD E. DAVIDA sos-

tenía en 1884 “el completo olvido en que ha. vivido la legislación_dominas en

nuestro pais al grado de no haber sido jamás mencionadam por incidentecn los

programas do enseñanza.” (Mimería. Legislación ingente en .la l'i'epubheaArgen-

tina, en Revista Jurídica, órgano del Centro Jurídico y de Ctencoas Sociales, Buc-

noa Aires, 1884, Año I, n' I, p. 21).
í _

24 AGOTE, PEDRO F., Amparo de las Mmm. .. cit., p. 20.
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vecho para la sociedad, o sembró-en losusos y prácticas mineras, así

legales como técnicas, la mayor confusión, porque ni olvidaron del

todo las antiguas, si se atinaba lo bastante ¡con las nuevas” 2‘.

De esta manera el Estatuto corrió suerte varia en su aplicación

y la confusión legislativa, que ya hemos denunciado como unode los

factores que se oponían al razonado e inteligente aprovechamiento de

nuestro subsuelo, se mantuvo durante largos años.

Sólo en la década del ochenta la Corte Su rema de J usticia de la

Nación se vio precisada a intervenir, m
Estatuto 2“. Lo ln'zolespecialmcnte en los casos que se registran en

Fallos: S. 2a., t° XVIII, p. 16, in re: “Luisa y Juana Ruisuarez s/em-
bargo de minas”, y Fallos: S. 2a., t° XVI, p. 13, in re: “Juan Márquez

c/Teodoro Schroedcr s/denuncia del socavón Gibraltar del Mineral la

Mejicana”. En este último caso resolvió la vigencia del Estatuto en

materia de amparo de la propiedad minera, a pesar de haberse sancio-

nado ya el Código Civil, cuyo art. 2342 declaraba de propiedad de las

provincias a las minas ubicadas en su territorio. Ello, sostenía la Cor-

1g, go significa la derogación del Estatuto, ni la prevalencia de una
ley provincial sobre éste, hasta tanto no se sancione el Códigomi-
neñÏÑaÏñfiI a

Wa se había suscitado por cuanto el Superior Tribunal

de La Riojal ante quien se habia llevado la cuestimía que el

_E_.statutosólo tenía carácter de le: fiscal y que aún cuando tuviera

el de un Código de Minería, había quedado derogado “tanto por dis-

posiciones del Congreso cuanto por la lex provincial del 4/12 de 1869

dictada en uso de las facultades que la Constitución acuerda a las

provincias”. Dicha ley disponía que “desde el 1° de enero de 1870 los

poseedores y propietarios de minas, sólo podrán amparar y conservar

sus pertenencias, bajo los términos y con las condiciones establecidas

en el Cap. IX de la Ordenanza del ramo”. En base a ello se hacía

lugar en estos autos al denuncio por abandono de un socavón y se lo

concedía nuevamente. De esta resolución, dictada por el Juez de Mi-

nas y sostenida por el Superior Tribunal de la provincia, apeló el

dueño del socavón argumentado estar al día en el pago de la patente.
'La Corte Suprema dictó la sentencia que comentamos anteriormente,

que lleva fecha 16 de enero de 1883, cuando ya nos encontramos en-

25 GONZALH, JOAQUIN V., Legislación de Minas. .. cit., p. 235.
20 DAVILA A, E., Minería... cit., pp. 26-27; ELEODORO LOBOS, De la

propiedad de las minas (Tesis), Buenos Aires, 1885, p. 56 y 64-66.
'
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las p'ostrimerías del período, que se cierra con la sanción del Código
de Minería, tres años más tarde.

La aparición del CódigoCivil, que comenzó a regir en 1871, signi-
ficó un nuevo problema. El art. 2342 señala que son bimivados
del Estado general o de los m particulares, mm
mima dg gml ¡platalcobrel piedras preciosas y sÏsbstancias fósiles, no

obstante e] dominio de las corporaciones o particulares sobre la sup'éï-
ficie de la tierra” (inc. 2°). De esta manera se establecía. Wa
(ÜÏÉrenciaeión entre la prOpiedad de la superficie y la del subsuelol
atribuyendo las minas ubicadas en éste al Estado, ya sea nacional o

provinciall según su ubicación. Pero en el título dedïcado al dominio,
el art. 2518 afirma que “la propiedad del suelo, se extiende a toda su

profundidad [. . .]. Comprende todos los objetos que se encuentran

bajo el suelo, como los tesoros y las minas, salvo las Micaciones‘dis-

puestas por las leyes especiales sobre ambos objetos”. Como se ve aquí
el concepto varía fundamentalmente, pues ahora, olvidado el codifica-

dor de que el problema minero ha sido contemplado en el artículo refe-

rido anteriormente, extiende el dominio del dueño del suelo a toda su

profundidad, atribuyéndole la propiedad de los tesoros y las minas

que allí se encontraren. Si bien dicha propiedad queda sujeta a las

modificaciones que establezcan las leves especialessobre la materia,

lo cierto es que la ley especial no podría ir más allá. de lo que el

artículo manda o sea no podría dejar de“ atribuir al superficiario la

propiedad del subsuelo. Prima aquí, como bien lo señala González, el¿

principio romanista, que recogido por el Código Napoleón, ha. sido

el inspirador de Vélez Sársfield, olvidando que el derecho francés sobre

la materia respetaba el derecho del superficiario, en tanto nuestra tra-

dición hispana, decididamente inclinada por el sistema regalista, sólo

concedía a aquél un derecho indemnizatorio 27.

La interpretación correcta, antes de la sanción del Código de Mi-

nería, fue hacer prevalecer el art. 2342 que se conciliaba con toda la

M minera anterior ¿Mgínti entonces, y W
aplicación de la norma del art. ZSMara las substancias no mencio-

nadas en aquél, sobre todo luegode la sanción de la ley de 23 de 38°5-

to de 1875, de la que nos ocuparemos en seguida 2°.

5) En tanto se producían estos problemas de interpretación, el

Congreso Nacional en cumplimiento del mandato impuesto por la Cons-

27 GONZALEZ, JOAQUIN v., Legislación dc Minas. .. eit., pp, 233-239.

2a Idem. p. 24o.



titución procuraba obtener la sanción de un Código de Minería que

pusiera definitivamente en claro el régimen legal de la mineria argen-

tina. En 1862 el P. E. encomendó a don Domingo de Oro la elabora»

ción de ITE-¡Trayectoque éste redactó 1 entregó al ano Siguiente. Oro,

destacado politico, entendido en cuestiones mineras, era Diputado de

Minas en San Juan cuando realizó el proyecto cn cuestión.

El traba'o del codificador fue' sometido por ALE. a una c'o-
misión revisora integrada por MW, Borja Correa, Ré-

gulo Martínez, Guillermo Dávila y Pedro Agotel los que se expidier?n
elmre de 1863, considerando digno de sanción el proyecto.

Si bien formulaban algunas observaciones generales, manifestaban que

no habían introducido reforma alguna “porque hemos notado que en

el texto sobre que recaía nuestra observación, ó estaba implícitamente

previsto nuestro pensamiento ó nos esponíamos á imperfeccionar un

trabajo que en su laconismo, proveía y provée generalmente todo lo

que puede caer bajo la jurisprudencia de minas”. La obra de Oro gg

¿sentaba fundamentalmente en las gadgnanga de Nueva España I
la Comisión, aceptando esta forma de trabajo, felicitaba al autor por

1a precisión, sencillez y claridad con que había reducido esa ordenanza

a un tipo elemental que conduciría con el tiempo a la más completa
legislación minera 2°.

En ese proyecto de Oro había atribuido la propiedad de las mi-

__1_1¿¡.sa la Nación, no importara el territorio en gpg se engoptraggn, ¡pa
-

teniendo en todo lo demás las instituciones jurídicas mejicanas.
El Ejecutivo remitió el trabajo al CongresofisLnobservuionngero

haciendo notar mie“ ello no importaba “aceptar en todas sus artes las

doctrinas en él contenidas". Girado a la Comisión de Legislación de la

Cámara de Diputados, ésta se expidió en 1865l pero en la sesión de-Ï5

de septiembre resolvió aplazar su discusión hasta e1__añoentrante. A

pesar de ello el proyecto no vglvió a ser considerado,

Sostiene Agote que el proyectono fue tratado, no sólo por el esta-

do avanzadísii-n'TdZ-las sesiones, sino porque se entendió que las ma-

terias que legislgba epan de tanta impormpgia gpg exigían un estudio

más profundo. Por otra parte la atribución de la propiedad minera a

la Nación, en perjuicio de las provincias en donde se encontraban los

yacimientos, habría sido la causa decisiva de suostergggión sine die,

29 AGOTE, PEDRO F., Amparo de Minas. . . cit., pp. 22-23; A. E. DAM,
Minería“ . cit., pp. 57-61.
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pues estaba en pugna con el principio federativo de la Constitución

Nacional 3°.

A instancias del P. E. el 28 de agosto de 1875 se sancionó la ley
que autorizaba la. preparación de un nuevo mm) sma
de Orol debiendo tenerse en consideración al redactarlo ue las minas

eran bienes privados de la Nación o de lamvincias, según el te_13i_t9-
rio en que se encontraren.

En

18a?
el P. E. encomendó al doctor Enrigue Rodria'uiez, distin-

guido j cordobés que había sido gobernador de su provincia natal

y miembro del Superior Tribunal, 1a tarea de redactar el nuevo pro-

yecto de código minero, el que quedó concluido we Mi después,
en 128.5,y fue presentado por el Ejecutivo al Congreso ese mismo año.

En la nota de elevación decía el Presidente de 1a República: “El

Dr. Rodríguez ha satisfecho con toda su amplitud las esperanzas que

el P. E. concibió al encomendarle tan delicada comisión: es un testi-

monio de esto la obra completa de testo preceptiva y de vasto comen-

tario que ha elaborado al cabo de ocho años de las más asidua consa-

gración, y cuyo sanción pide el P. E. a V. H.”, y más adelante:

“Puede decirse con perfecta propiedad que el Proyecto de Código de
fl_ “u

Mineria forma dos obras diferentes; una de__tes_to,p,receptiyoy otra

MW“ fundamental, como 1a más reputada y

tan‘íd-mpleta,como ninguna, desde que comprende todos los dominios

de la ciencia y controvierte todas las doctrinas que se disputan desde

antiguo su "preponderancia
’ ’ 31.

No todas las opiniones concordaron con la del P.E. El doctor

Mflel A. Sáez destacado abogado mendocino, prestigioso magistrado

en San Luis, endoza y Rosario y publicista de nota, redactó en 1886

una obra que tituló El Código de Minería para la Confederación Ar-

gentina, en la que fustigó severamente el proyecto de Rodríguez. “En

realidad, el proyecto del doctor Rodríguez —dice en su Introducción-

tiene desacuerdos con el derecho constitucionalzcuyos principios no

a

pueden ser alterados por leyes reglamentarias; los tiene con el dere-

¿Mae punto de partida para una legislación

especial, sin que por ese derecho civil deje de ser anomalía como ema-

nación de una facultad federal; y en las disposiciones de la eSpeciali-

dad, al no separarse en un solo punto importante de la legislación vi-

gente de tanto tiempo, á la cual hay que atribuir naturalmente el esta-

80 AGOTE, P. F., op. loc. cit.

31 Idem, pp. 26-27.
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do deplorable de la industria minera en nuestro país, deja sin satisfa-

cer la necesidad que se manifestó exijiendo un código de minería para

dar impulso á una industria muerta, que puede. con una reglamenta-
ción distinta de la que tiene, venir a convertirse más ó menos tarde,
en una fuente abundante de riqueza nacional”. Atribuía en gran par-

te esos defectos a la obligación de Rodríguez, impuesta por la ley de

1875, de tomar como base la obra de Oro, las observaciones de la Co-

misión revisora, y el principio —opuesto a todo ello- de que las mi-

nas debían ser de la Nación o de las provincias, según donde estuvie-

sen ubicadas 32.

La Comisión de Códigos de la Cámara de Diputados introdujo va-

rias reformas a la obra de Rodríguez, que consistieron en: supresión
de los títulos referidos a la organización de la autoridad minera, que-

dando esa tarea reservada a cada provincia para la ocasión en que

dictasen las leyes de procedimientos judiciales y administrativos; su-

presión de aquellos artículos que importaban derogar disposiciones del

Código Civil, sin introducir diferencias substanciales; y atenuar el

rigorismo de algunas diSposiciones que otorgaban privilegios excesivos

al minero, con respecto al dueño de la superficie, como el de que la

concesión de una mina importaba también la del terreno de la super-

ficie: “En general —dirá González- la Comisión de Códigos se limitó

a concordar el proyecto con las instituciones políticas, administrativas

y civiles de la República, en cuanto no destruían la especialidad téc-

nica, y dentro de ésta, á no introducir aquellas modificaciones que la

simplicidad del texto o las concordancias con el Código mismo hacían

indispensables” 33.

El Poder Legislativo aceptó las modificaciones introducidas y san-

cionó el proyecto así reformado por ley de 25 de noviembre de 1385,
comenzando a regir como Código de Minería. desde el 1° de mayo

de w.

32 MANUEL A. SAEZ, El Código de Minería para la Confederación Argenti-
na, Buenos Aires, La Tribuna Nacional, 1886, pp. 7-8.

'

-

38 GONZALEZ, JOAQUIN V., Legislación de MM. . . ciL, pp. 242-243.
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